
 
 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
PRIMERA SALA CIVIL CON SUBESPECIALIDAD COMERCIAL 

 
Expediente N°  : 147-2011 

Demandante :  Ministerio de Transportes y Comunicaciones 

Demandado :  Concesionaria Vial del Perú SA COVIPERU SA 

Materia  :  Anulación de Laudo Arbitral 

Proceso  :  Especial 

Cuaderno  :  Principal  

 
RESOLUCIÓN NÚMERO: CATORCE  

Lima, quince de marzo de  

dos mil doce.- 
VISTOS: 

 

Mediante resolución número siete de fecha 04 de noviembre de dos mil 

once, obrante de fojas trescientos treinta a trescientos treinta y tres, se 

admitió a trámite la demanda de anulación de laudo arbitral interpuesta 

el 26 de abril de dos mil once por el Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones contra la empresa Concesionaria Vial del Perú S.A.- 

COVIPERÚ S.A., obrante de fojas ciento setenta y tres a ciento 

ochenta y siete, subsanada mediante escritos de fojas doscientos 

treinta y ocho a doscientos cuarenta, de fojas doscientos setenta y 

nueve a doscientos ochenta y tres, y de fojas trescientos veinticinco a 

trescientos veintinueve, y ampliada por escrito de fojas doscientos 

setenta y dos a doscientos setenta y cinco.  

 

Posteriormente, mediante escrito presentado el 19 de diciembre de dos 

mil once, obrante de fojas quinientos ochenta y ocho a seiscientos 



treinta y dos, la demandada Concesionaria Vial del Perú SA contesta la 

demanda, en los términos que allí expone. 

 

Finalmente, habiéndose remitido el expediente arbitral N° 1530-162-

2008 en 7 tomos y 2784 folios por el Centro de Arbitraje de la Cámara 

de Comercio de Lima, conforme se aprecia de la resolución número 

cinco, obrante a fojas doscientos setenta y seis,  y llevada a cabo en la 

fecha la vista de la causa, corresponde emitir el pronunciamiento 

respectivo. 

 
Interviniendo como ponente el Señor Juez Superior Wong Abad ; y, 

 
CONSIDERANDO: 

 
PRIMERO: 1.1.- Es materia de resolución por esta Sala Superior el 

proceso de nulidad de laudo arbitral iniciado por el Ministerio de 

Transportes y Comunicaciones contra la empresa COVIPERÚ S.A. a 

fin de que se declare la Nulidad del Laudo Arbitral de fecha 23 de 

marzo de dos mil once, emitido por el Tribunal Arbitral del Centro de 

Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima (Caso Arbitral N° 1530-

162-2008). 

 

La demandante invoca como causal de anulación la contravención a lo 

dispuesto por el inciso e) del artículo 63 del Decreto Legislativo N° 

1071, esto es que el Tribunal Arbitral ha resuelto sobre materias que, 

de acuerdo a ley, son manifiestamente no susceptibles de arbitraje. 

 

1.2.- A fin de sustentar su demanda señala que con fecha 20 de 

septiembre de dos mil cinco se firmó el Contrato de Concesión del 

tramo vial Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica (Red Vial 6) entre el 

Estado Peruano, representado por el Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones (MTC), y de la otra parte la empresa Concesionaria 

Vial del Perú S.A. (COVIPERÚ). 



En la cláusula 7.2 del referido contrato se estableció como obligación 

de la concesionaria que esta efectuaría las labores de conservación 

que fueran necesarias de acuerdo a lo establecido en el anexo I del 

mismo acto jurídico; dentro de estas actividades de conservación están 

contempladas las actividades de mantenimiento que pueden ser 

rutinarias, periódicas o de emergencia y que están destinadas a la 

conservación de los bienes de la Concesión. 

 

Sin embargo, COVIPERÚ con fecha 12 de diciembre de dos mil ocho 

presentó solicitud de arbitraje contra el Ministerio de Transportes y 

Comunicaciones ante el Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio 

de Lima, señalando que existe controversia sobre la interpretación del 

Contrato de Concesión, respecto de las obligaciones de mantenimiento 

a cargo de COVIPERÚ para los Sub-Tramos 2,3, y 5. 

 

El MTC planteó objeción al arbitraje sosteniendo que se pretendía 

someter a arbitraje materias que no son arbitrables, como son las 

facultades de interpretación del Contrato de Concesión y de 

supervisión y de fiscalización de las obligaciones contractuales que 

tiene el Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura de 

Transporte de Uso Público (OSITRAN). 

 

Los fundamentos jurídicos de la objeción al arbitraje fueron el artículo 2 

del D. Leg. N° 1071, el artículo 3 de la Ley N° 269 17, el artículo 3 de la 

Ley N° 27332 –Ley Marco de los Organismos Regulador es de la 

Inversión Privada en los Servicios Públicos y el artículo 32 del  

Reglamento General del Organismo Supervisor de la Inversión en 

Infraestructura de Transporte Público. 

 

El arbitraje solicitado por COVIPERÚ, afirma el ahora demandante, 

implicaría que el MTC desconozca que la facultad de interpretación de 



sus obligaciones contractuales es una facultad de OSITRAN, más aún 

cuando este organismo, ya ha sentado posición sobre los alcances del 

contrato y las obligaciones de COVIPERÚ, que esta última intenta 

desconocer, aún cuando ha estado sujeta a actividades de fiscalización 

por parte de OSITRAN. 

 

SEGUNDO: 2.1.- A fin de resolver la controversia planteada es 

necesario establecer algunas premisas sustanciales. 

 

En primer lugar, debe tenerse en consideración que, tal como lo señala 

el artículo 63 de la Constitución Política, el Estado y las demás 

personas de derecho público pueden someter las controversias 

derivadas de una relación contractual a arbitraje nacional o 

internacional, en la forma que lo disponga la ley. 

 

Del mismo modo, la posibilidad de otorgar concesiones es también una 

atribución constitucional del Estado, la cual, como se infiere de la 

lectura de los artículos 58, 63 y 66 de la Constitución, debe ser ejercida 

de acuerdo al marco legal que para dichos efectos se establezca. 

 

Por tal razón, la previsión contenida en el artículo 5 del D. Leg. N° 758, 

la cual  señala que las controversias de carácter patrimonial derivadas 

de los contratos de concesión1 podrán ser sometidas a arbitraje 

nacional o internacional, no hace más que hacer explícito para el 

indicado contrato, lo que ya aparecía de modo general en las indicadas 

normas constitucionales. 

                                                 
1 Los cuales han sido descritos del modo siguiente:  
“Se trata de un contrato por el cual una persona administrativa (el concedente) 
encarga a otra persona (natural o jurídica) privada (el concesionario) gestionar y 
hacer funcionar a su riesgo y ventura un servicio público o una gestión pública, 
proporcionándole ciertas ventajas y, en particular, la percepción de tarifas pagadas 
por los usuarios” (RUFIÁN LIZANA, Dolores M. Manual de Concesiones de Obras 
Públicas, Fondo de Cultura Económica, Santiago, 1999; p. 12). 



 

2.2.- Establecida la posibilidad de arbitrar las controversias 

patrimoniales derivadas de un contrato de concesión, se hace 

necesario preguntarnos si entre esas controversias podrá encontrarse 

la que deba decidir sobre la interpretación del propio contrato. 

 

Para responder a dicho interrogante debemos recordar lo previsto por 

el numeral 5 del artículo 4 de la Ley del Proceso Contencioso 

Administrativo, el cual expresamente sostiene que las decisiones de la 

administración sobre la validez, eficacia, ejecución o interpretación de 

los contratos de la administración pública podrán ser materia arbitrable. 

 

Por consiguiente, la posibilidad de que los árbitros puedan 

pronunciarse sobre las controversias existentes entre las partes, por las 

diversas interpretaciones del contrato que sostengan cada una, no solo 

se encuentra previsto por la cláusula décimo quinta del contrato de 

concesión sino que, como hemos podido comprobar, la ley prevé 

expresamente que las controversias derivadas de la interpretación de 

un contrato administrativo pueden ser sometidas a arbitraje. 

 

TERCERO: 3.1.- Establecida la potestad general de los árbitros para 

pronunciarse en forma definitiva sobre la correcta interpretación de los 

contratos de concesión, corresponde analizar ahora si, como sostiene 

el demandante, las atribuciones concedidas a OSITRAN para: 

“[a]dministrar, fiscalizar y supervisar los contratos de concesión con 

criterios técnicos desarrollando todas las actividades relacionadas al 

control posterior de los contratos bajo su ámbito”, interfieren o limitan 

esta potestad general. 

 

3.2.- En dicho sentido, debemos relevar que ninguna potestad atribuida 

a OSITRAN por la Ley N° 26917 (Ley de Supervisión d e la Inversión 



Privada en Infraestructura de Transporte De Uso Público y Promoción 

de los Servicios de Transporte Aéreo), y tampoco ninguna de las 

normas citadas por el demandante, atribuyen al órgano supervisor 

mencionado la potestad de pronunciarse sobre las controversias 

existentes entre las partes respecto a la interpretación del contrato.  

 

Por tanto, si bien es cierto que OSITRAN deberá realizar 

interpretaciones del contrato para cumplir con su tarea de velar por el 

cumplimiento de las obligaciones derivadas de los contratos de 

concesión (inciso a del artículo 5 de la Ley N° 269 17), estas 

interpretaciones no pueden prevalecer sobre la  que en común realicen 

las partes y, mucho menos, sobre las que realicen los jueces o los 

árbitros en ejercicio de su función jurisdiccional. 

 

En efecto, si el Estado ha considerado que una determinada actividad 

prestacional puede estar sujeta a un contrato de concesión, debe 

aceptar también que su relación con el privado, que es su contraparte 

en el referido contrato, se regule, en primer lugar, por el acuerdo de las 

partes y, en caso estas no pudieran ponerse de acuerdo, por la 

decisión a la que arriben los jueces o los árbitros según los medios de 

solución de conflictos que se hubieran pactado. Sostener lo contrario, 

en nuestra opinión, significaría que el contrato administrativo celebrado 

no resultaría vinculante para Estado. 

 

Por tales razones, quienes interpretan o, incluso, reformulan los 

términos de su contrato son las partes que lo han celebrado y, en el 

caso de que estas no lograran arribar a un acuerdo sobre la 

interpretación de su convenio, es el órgano jurisdiccional el que en 

forma definitiva brindará una solución al conflicto. 

 



Esta solución jurisdiccional, como es obvio, obliga no solo al Ministerio 

de Transportes y Comunicaciones, que actúa en el contrato de 

concesión como simple representante, sino a todo el Estado Peruano 

pues finalmente es este el que ha otorgado el contrato de concesión. 

 

Por lo que, en aplicación de las normas constitucionales y legales 

citadas debemos 

RESOLVIERON: 
 
Declarar INFUNDADA  la nulidad de laudo arbitral interpuesta por el 

Ministerio de Transportes y Comunicaciones contra la empresa 

COVIPERÚ S.A. a fin de que se declare nulo el Laudo Arbitral de fecha 

23 de marzo de dos mil once, emitido por el Tribunal Arbitral del Centro 

de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima en el Caso Arbitral N° 

1530-162-2008. En consecuencia, VÁLIDO el citado Laudo Arbitral 

emitido con fecha 23 de marzo de dos mil once; en los seguidos por el 

Ministerio de Transportes y Comunicaciones contra la empresa 

COVIPERÚ S.A., sobre anulación de laudo arbitral; notificándose .-  

S.S. 
 
 
 
 
 

WONG ABAD     ROSSELL MERCADO
     
 
 
 
 

          HURTADO REYES 
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LA SECRETARIA DE LA SALA CERTIFICA QUE EL VOTO 
SINGULAR DEL SEÑOR JUEZ SUPERIOR ROSSELL MERCADO ES  
COMO SIGUE: 
 



Coincido con la ponencia del señor Magistrado Wong Abad, y expreso 
que este mi voto significa un cambio de criterio jurisdiccional, el que 
fuera expuesto en el expediente N° 00035-2011-0. 
 
 
 
 

ROSSELL MERCADO  
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